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Expediente 66001-31-10-001-2009-00119-01

Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido el 4 de los corrientes, por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, por medio del cual sancionó a los doctores Clara Ivy Gonzalez Marroquín, Gustavo Orrego Giraldo, Oscar Pardo Sarmiento y Diana Victoria Rovira, por considerar que los dos primeros no efectuaron los requerimientos se les ordenó hacer y los dos últimos por incumplimiento de la orden de tutela contenida en el fallo proferido el 11 de marzo de este año.

ANTECEDENTES

Mediante sentencia del 11 de marzo pasado el Juzgado Primero de Familia local decidió conceder el amparo solicitado por la señora María Ligia Arboleda y en consecuencia ordenó a la doctora Diana Victoria Rovira, jefe de afiliación y registro del ISS de esta ciudad, y al doctor Oscar Pardo Sarmiento, vicepresidente nacional de pensiones de la misma entidad, que dentro de los 15 días siguientes a la notificación del fallo procediera a dar respuesta concreta y por escrito a la petición elevada por la actora en relación con la solicitud de vinculación al sistema general de pensiones de esa entidad.

La demandante, por escrito presentado el 24 de abril de este año,   informó sobre el incumplimiento de tal orden y solicitó se ordenara el acatamiento del fallo por parte de los funcionarios mencionados.

Mediante proveído del 8 de mayo siguiente decidió el juzgado requerir a la presidenta nacional del Seguro Social, doctora Ivy González Marroquín y al vicepresidente nacional de pensiones de esa entidad requerir a las autoridades seccionales para que cumplieran el fallo de tutela citado e iniciar el proceso disciplinario del caso si es que a ello había lugar.

Posteriormente, el 24 de julio, decidió el juzgado de primera instancia, según lo dispuesto por el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 “abrir proceso en contra del superior de la entidad que no ha dado cumplimeinto a fallo de tutela, y de las personas responsables del mismo” y conforme al 52 ídem, en concordancia con el 137 del C.P.C., conceder a los funcionarios responsables un término de tres días para que contestaran y pidieran las pruebas que pretendan hacer vale y presentarasn las que estuvieren en su poder.

Para notificar la decisión *************le se libró telegrama dirigido a la Dra.  Gloria Sepúlveda, “Gerente Aditiva. (sic) IIS. (sic)  hoy Nueva EPS”, en Buga Valle, el que fue devuelto por la oficina de correo debido a la deficiencia de la dirección. 

A pesar de que no se abrió incidente de desacato contra el gerente general del ISS en el municipio de Buga y por ende, tampoco se le había notificado decisión alguna en tal sentido, decidió el juez de primera instancia, en la providencia materia de consulta, sancionar a Beatriz Otero Martínez, a quien citó como gerente de la entidad, con cinco días de arresto y multa de cinco salarios mínimos mensuales vigentes, por considerar que incurrió en desacato frente al fallo de tutela.

Esa decisión fue notificada vía fax al “ISS Seccional Valle”.

Posteriormente se pronunció el Jefe del Departamento de Atención al Pensionado del Seguro Social-Seccional Valle, para manifestar, en relación con el incidente de desacato, que ya se había cumplido el mandato impuesto.

CONSIDERACIONES

Varias irregularidades se presentaron en el trámite de este incidente por el funcionario que impuso la sanción y que considera necesario la Sala resaltar, pues las fallas en que incurrió a lo largo de todo el proceso impidieron a quien a la postre resultó sancionada, ejercer sus derechos de defensa y contradicción, todo lo cual afecta el debido proceso elevado a la categoría de derecho fundamental en nuestra Carta Política.

La primera de ellas relacionada con la persona contra quien dispuso el juzgado tramitar el incidente por desacato: el representante legal de “La Nueva EPS” del municipio de Buga, entidad completamente ajena a la  actuación y a quien no se impuso obligación alguna en la sentencia proferida, toda vez que como responsable de vulnerar el derecho de petición invocado por la actora, se halló al  gerente del Instituto de Seguro Social del referido lugar.

Ese anómalo proceder dio origen a otro error: notificar esa irregular providencia a la Dra. Gloria Sepúlveda, cuyo nombre se ignora de dónde surge,  en su calidad de gerente del ISS “hoy” Nueva EPS, sin que esa afirmación sea cierta, pues esta última se creó como entidad promotora de salud del régimen contributivo en reemplazo de la primera, pero diferente del Seguro Social como empresa encargada de administrar las pensiones del régimen solidario de prima media con prestación definida y en este caso se está frente asunto relacionado con el reconocimiento de una sustitución  pensional que por obvias razones no puede ser resuelta  por la entidad de salud.

Pero eso no es todo, aunque el telegrama fue devuelto con la constancia de no haber sido recibido por la destinataria, por ser deficiente la dirección, procedió el juzgado a dictar la providencia objeto de revisión, en la que sancionó a la Dra. Beatriz Otero Martínez que cita como gerente del ISS demandado.

Todo ese cúmulo de errores permitió que se configurara la causal de nulidad prevista en el numeral 8º artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, ya que no se practicó en legal forma la notificación al accionado de la providencia que abrió en su contra el incidente por desacato y que terminó con la decisión de sancionarlo con multa y privándolo de la libertad.

No obstante, de acuerdo con el numeral 3º del artículo 144 de la misma obra, el vicio se saneó porque aunque de manera extemporánea, el funcionario llamado a cumplir el fallo de tutela se pronunció sin alegarla. En efecto, en escrito remitido vía fax, el 10 de marzo pasado, el Jefe del Departamento de Atención al Pensionado del ISS, Seccional Valle, envió memorial en el que afirma que el 27 de febrero pasado se expidió el acto administrativo reconociendo la prestación reclamada por la accionante y aclaró que la demora se produjo por el alto volumen de solicitudes que diariamente deben atender, razón por la cual solicita se declare superado el hecho que dio lugar al incidente.

Hechas las anteriores precisiones se resolverá la consulta ordenada.

La Constitución Política en su artículo 86 consagra la acción de tutela como un mecanismo con el que cuentan las personas para obtener protección efectiva de sus derechos constitucionales fundamentales, mediante un procedimiento preferente y sumario, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en los casos que señala la ley.

Establecida la vulneración de uno o varios de tales derechos, el Juez de tutela profiere una orden de naturaleza imperativa con el fin de brindar amparo a la persona víctima del agravio, la que debe ser obedecida de manera inmediata para terminar con el quebranto al orden constitucional.

El artículo 27 del  Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”

En este caso se impuso en la sentencia proferida como obligación a cargo del Gerente del Seguro Social de Buga o quien hiciera sus veces, resolver, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esa providencia, resolver de fondo la petición  elevada por la accionante, relacionada con el reconocimiento de la totalidad de la sustitución pensional en beneficio de su hijo menor Víctor Alejandro Cano  Jaramillo.

Al  funcionario obligado a acatar la sentencia no se le otorgó la oportunidad de pronunciarse en el trámite del incidente, como atrás se indicara y en esas condiciones, tampoco pudo acreditar que para la fecha en que se le impuso la sanción ya había procedido en la forma como se le había ordenado.

En efecto, en el curso de esta instancia se recibió vía fax copia de la Resolución No. 09260 del 27 de febrero de 2009, por medio de la cual se resolvió la petición a la demandante y se decidió reconocer al menor en cuyo interés se promovió la acción, el 100% de la sustitución pensional a partir del mes de febrero de 2008; además, pagarle el retroactivo e incluirlo en nómina a partir del presente mes.

Aunque esa resolución se expidió vencido el término otorgado para ese fin, debe tenerse en cuenta el gran número de derechos de petición y acciones de tutela que atiende la entidad accionada, lo que impide que se resuelvan con la prontitud exigida.

Así las cosas, acreditado el cumplimiento de la orden impuesta en el fallo de tutela,  sin que de otra parte pueda calificarse de negligente la conducta del funcionario que debía cumplirla y como a la postre resultó sancionada persona diferente a quien debía atenderla, se revocará el auto  objeto de consulta y en consecuencia, se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna.

En consecuencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia,  

R E S U E L V E     : 

Revocar el auto proferido el 3 de marzo de 2009, por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas,  y en su lugar se abstiene de imponer sanción alguna al gerente o quien haga sus veces del Instituto de Seguros Sociales, Seccional Buga-Valle.

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno 

Jaime Alberto Saraza Naranjo



